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Quintero en contra de Best Home Care S.A.S. 

 

ASUNTO 

 

Surtido el trámite de rigor, procede el Despacho a decidir la acción de la referencia, instaurada 

por la presunta violación de los derechos fundamentales de Catalina Rodríguez Quintero, por 
parte de la accionada. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

La petición y los hechos 

 

La señora Catalina Rodríguez Quintero presentó acción constitucional, conforme lo reglado en 

el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, en contra de Best Home Care S.A.S., 

con fundamento en los hechos que se relacionan a continuación: 

 
Manifestó que inicio labores el día 3 de mayo del 2021, en Best Home Care S.A.S. con contrato 

en el que  señala que si antes de la fecha de vencimiento del término del contrato, ninguna de 

las partes avisare por escrito a la otra su determinación de no prorrogar el contrato con 

antelación no inferior a 30 días calendario, éste se entenderá prorrogado por un periodo igual 

al inicialmente pactado, por tratarse de contrato a término fijo inferior a un año, únicamente 

podrá prorrogarse sucesivamente hasta por tres periodos iguales o inferiores, al cabo de los 

cuales el término de renovación no podrá ser inferior a un año, y así sucesivamente. 

 

Indica que a partir de junio de 2021 la empresa Best Home Care S.A.S. termino convenios y 

por este motivo les notifico que el pago se empezaría a realizaba quincenal, pero debiéndole 

el mes completo solo pagaron una quincena y  desde ese momento hasta el día de hoy no le 

han cancelado esa quincena, incumpliendo el pago desde junio 2022, puesto que le vienen 

pagando a los 40 días vencidos solo una quincena, ocasionando a su vez el atraso en la 

atención de los usuarios, debido a que el contrato incluye un valor de rodamiento para el 

traslado de domicilio para la atención a estos, (servicio de transporte) además ha dificultado 

el cumplimiento de sus obligaciones y responsabilidades familiares.  

 

Señala que, el jefe directo le indicó a través de WhatsApp que iba a escalar el caso con el área 

correspondiente, pero como hubo cambio de jefe no se ha dado ninguna información del pago 

salaria pendiente, hasta la fecha la quincena atrasada desde hace más de un año y las dos 

quincenas que ya se está acumulando la del 1 al 15 de diciembre y la prima semestral de 

diciembre, sin tener respuesta alguna de cuando van a cancelar.  



 

Refiere que, teniendo en cuenta que su contrato esta con todas las prestacionales de ley ha 

solicitado certificación de los riesgos laborales ARL y aparece en mora, al igual que con la 

caja de compensación familiar de Colsubsidio e igualmente en salud con la EPS, sin que se 

tenga en cuenta que maneja localidades de alto riesgo o barrios inseguros y que esta expuesto 

durante su jornada laboral le siguen enviando agenda para la atención de pacientes.  

 

Añade que es madre cabeza de familia, que su hogar está compuesto por su señora madre de 

59 años y su hijo de 3 años y 9 meses de edad, puesto que su pareja sentimental falleció 

23/07/2020, por lo que solo cuenta con la pensión de sobreviviente de $500.000, suma que no 

le es suficiente para sus gastos ya que vive en arriendo. 

 

II. DERECHOS VIOLADOS Y PETICIÓN 

 

Indicó el promotor del amparo, que la conducta de las accionadas, vulnera los derechos 

fundamentales al mínimo vital móvil o subsistencia, derecho a un trabajo digno, por tanto, 

solicitó al despacho ORDENAR a la accionada cancele los salarios y demás prestaciones 

sociales a que tiene derecho. 

 

III. ACTUACIÓN PROCESAL 

 
Mediante proveído calendado diecinueve (19) de diciembre de dos mil veintidós (2022) se 

admitió la acción de la referencia, solicitando a la accionada que en el improrrogable término 

de un (1) día, contado a partir del recibo de la comunicación, se pronuncie sobre los hechos en lo 

que se soporta la presente acción y anexe la documentación pertinente, para la pronta y 

adecuada resolución de la tutela.  

 

En atención al requerimiento del juzgado: 

 

-La sociedad accionada Best Home Care S.A.S., Guardo silencio durante el término de 

traslado. 

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

 

LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

La acción de tutela, prevista por el artículo 86 de la Constitución Política es un mecanismo 

procesal especifico y directo, cuyo objeto consiste en la efectiva protección concreta e 
 

inmediata de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación 

jurídica, cuando estos resulten amenazados o vulnerados por la acción u omisión de una 

autoridad pública, o de un particular en las situaciones y bajo las condiciones determinadas 

específicamente en el Decreto 2591 de 1991. La finalidad última de esta acción constitucional  

es lograr que el Estado, a través de un pronunciamiento judicial, restablezca el derecho 

fundamental conculcado o impida que la amenaza que sobre él se cierne se configure. 

 

Dentro de las características esenciales de esta acción se encuentran la subsidiariedad y la 

inmediatez, la primera, refiere a que tan solo resulta procedente instaurarla en subsidio o a falta 

de instrumento constitucional o legal diferente, susceptible de ser alegado ante los Jueces;  

esto es, cuando el afectado no disponga de otro medio judicial para su defensa, a no ser que busque 

evitar un perjuicio irremediable; la segunda a que la acción de tutela debe tratarse como 

mecanismo de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad 

concreta y actual del derecho objeto de la violación o amenaza. 



 

PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE LA 

ACCION DE TUTELA, en el que ha reiterado la jurisprudencia que esta resulta 

improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales 

ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios 

judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el 

juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa 

no son suficientemente idóneos y eficaces 

 

para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados;(ii)  

se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor 

se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos 

fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es 

sujeto de especial protección constitucional. 

 

IMPROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA 

 

La improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual 

se pueda efectuar el juicio de vulnerabilidad de derechos fundamentales. 

 

Es bien sabido que el objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y 

subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares de 

conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991". Así pues, este 

mecanismo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una 
actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o 

vulneración de las garantías fundamentales en cuestión. 

 

En este sentido se ha pronunciado la H. Corte, en sentencias como la SU-975 de 2003 y la T-883 

de 2008, al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, 

como de los artículos 5º y 6º del Decreto 2591 de 1991, se deduce que la acción u omisión cometida 

por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos 

fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de 

derechos fundamentales (...). En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere 

como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que 

amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”, ya que “sin la existencia de un 

acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u 

omisiva de la cual proteger al interesado (…)”. 
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo 

constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que 

por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del 
debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la 

seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya 

que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el 

ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos 

específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus 

derechos”. 

 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al 

accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un 

derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela. 

 

El Decreto 2591 DE 1991señala las causales de improcedencia de la acción de tutela 



 

ARTÍCULO 6º. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procede rá: 

 

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice  

como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos 

medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en 

que se encuentra el solicitante. (…) 

 

Amén de ello la Corte ha reiterado que no siempre el juez de tutela es el primer llamado a proteger 

los derechos constitucionales, toda vez que su competencia es subsidiaria y residual; es decir, 

procede siempre que no exista otro medio de defensa judicial de comprobada eficacia, para 

que cese inmediatamente la vulneración. Sobre el particular, esta Corte ha precisado: 
 

Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha 

sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciale s 

ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a 

la acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los 

recursos judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos 

fundamentales, por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena 

de convertir en improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior. 

 

Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y 

decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, la Corte ha 

indicado: 

 

Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a 

ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los 

derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia 

ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácte r 

subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar 

a la protección de los derechos fundamentales, sino que se convertiría en una instancia de 

decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácte r subsidiario de la 

acción e tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría 

la función del juez de amparo. 

 

Luego con base en lo reseñado tenemos que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la 

acción de tutela, esta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de 

los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que 
existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será 

procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos 

ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección 

de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo 

constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la 

ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) 
el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial 

protección constitucional. 

 

La jurisprudencia, ha indicado que el perjuicio ha de ser    inminente, esto es, que amenaza o está 

por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable 

han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale 

a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la 



urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser 

adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad. 

 

Ahora bien, la Corte Constitucional ha aclarado que, pese a la informalidad del amparo 

constitucional, el actor debe exteriorizar y sustentar los factores a partir de los cuales pretenda 

derivar el perjuicio irremediable, ya que la simple afirmación de su acaecimiento hipotético es 

insuficiente para justificar la procedencia de la acción de tutela. 

 

En concurrencia con los elementos configurativos que llevan a determinar que se está en 

presencia de un perjuicio irremediable, este Tribunal ha sostenido que, para que proceda 

la tutela como mecanismo de defensa transitorio, se requiere también verificar que dich o 

perjuicio se encuentre probado en el proceso. Sobre este particular, ha expresado la Corte  

que el juez constitucional no está habilitado para conceder el amparo transitorio, que por 

expresa disposición constitucional se condiciona a la existencia de un perjuicio irremediable ,  

si el perjuicio alegado no aparece acreditado en el expediente, toda vez que el juez de tutela 

no está en capacidad  de  estructurar,  concebir,  imaginar  o  proyectar,  por  sí  mismo,  el 

contexto fáctico en el que ha tenido ocurrencia el presunto daño irreparable. 

 

La posición que al respecto ha adoptado esta Corporación, reiterada en distintos fallos, no 

deja duda de que la prueba o acreditación del perjuicio irremediable es requisito 

fundamental para conceder el amparo. Por ello, ha señalado la Corte que quien promueva la 

tutela como mecanismo transitorio, no le basta con afirmar que su derecho se encuentra 

sometido a un perjuicio irremediable. Es necesario, además, que el afectado"  explique en 

qué consiste dicho perjuicio, señale las condiciones que lo enfrentan al 

mismo y a porte  mínimos  elementos  de  juicio  que  le  permitan  al  juez  

de  tutela  verificar  la existencia del elemento en cuestión” (Sentencia T-290 de 

2005). 

 

Amén de ello tenemos que el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social señala: 

 

" ARTICULO 2o. COMPETENCIA GENERAL. La Jurisdicción Ordinaria, en sus 

especialidades laboral y  de  seguridad  social  conoce  de:  1.  Los  conflictos jurídicos que se 

originen directa o indirectamente en el contrato de trabajo. (…)."  

 

Vemos que en esta norma se contempla la regla de competencia en cabeza del juez laboral para 

conocer de todos aquellos conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el 

contrato de trabajo, como el relacionado con el reintegro y las demás prestaciones laborales. 

 

Ahora bien, de los hechos expuestos en este caso, pretende el accionante que a través de esta 

acción constitucional el despacho ordene a la accionada que le sean cancelados los salarios y demás 

prestaciones sociales que le adeuda a la fecha y de los cuales tiene derecho, empero y 

atendiendo a las consideraciones expuestas anteriormente, esta sede judicial encuentra en 

primer lugar que como ya se reseñó la acción de tutela no es el mecanismo idóneo para solicitar 

de una autoridad judicial la orden al pagos o el reconocimiento de prestaciones laborales o 

sociales, como quiera que el ordenamiento jurídico ofrece a los trabajadores mecanismos de 

defensa establecidos por la jurisdicción ordinaria laboral o la contencioso administrativa, 

según la forma de vinculación del interesado; como en este evento se trata de un conflicto 

jurídico que se originó por la relación laboral entre empleador y trabajador el cual surge a 

través de contrato de trabajo,  amén de ello que el accionante a consideración no cuenta con un 

estado de debilidad manifiesta que requiera una protección laboral reforzada, pues el mismo 

no se encuentra discapacitado y/o con alguna limitación en su estado de salud, esta sede no 

puede considerarlo como personas puestas en estado de debilidad manifiesta, por ende la 

acción de amparo se deberá negar. 



 

V. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto el Juzgado Sesenta y Cuatro Civil Municipal de Bogotá D.C., 

(Juzgado 46 de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple Transitorio), administrando 

justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NEGAR POR IMPROCEDENTE la acción de tutela invocada por Catalina 

Rodríguez Quintero, en relación a los derechos fundamentales al mínimo vital móvil o 

subsistencia, derecho a un trabajo digno, conforme a las razones indicadas en la parte motiva 

de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta providencia a las partes por el medio más expedito 

 

TERCERO: Si el presente proveído no es impugnado, remítase el presente expediente a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

LILIAM MARGARITA MOUTHON CASTRO 

 JUEZ 

 

Firmado Por:

Liliam Margarita Mouthon Castro

Juez

Juzgado Municipal

Civil 064

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: e1b90cd1702309d6134b021f1092b5d8662f84b81b8e3ceb08625a7400b13860

Documento generado en 16/01/2023 04:25:14 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica


